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	Motivo: Habeas Corpus

	Recurrente: Juan Carlos Quesada Araya

	Tutelado: Rodolfo Alpízar Murillo

	Recurrido: Juzgado Civil de Pococí y Guácimo

	Objeto del recurso: El recurrente objeta el apremio corporal ordenado contra el tutelado.

	Respuesta del recurrido: El tutelado omitió presentar los bienes pignorados al remate en un proceso ejecutivo prendario.

	Parte dispositiva
	Con lugar (detención injustificada).


N° 89
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del tres de noviembre de mil novecientos ochenta y ocho, con asistencia inicial de los Magistrados Blanco (Presidente); Cervantes, Chacón, Arias, Rodríguez, Zamora, Fernández, Arce, Ching, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y González. 

Artículo IV
También se conoció el recurso de Hábeas Corpus que en escrito recibido el veintiséis de octubre recién pasado interpuso el licenciado JUAN CARLOS QUESADA ARAYA a favor de RODOLFO ALPÍZAR MURILLO, quien para fundamentarlo adujo, en resumen, que en el juicio ejecutivo simple 114-87 que se tramita en el Juzgado Civil de Pococí y Guácimo, se dictó apremio corporal en contra de su patrocinado, y que por esa razón se encuentra detenido en la Delegación de la Guardia de Asistencia Rural de San Antonio de El Tejar de Alajuela, no obstante que considera que la medida es ilegal y arbitraria, por cuanto en ese asunto se embargaron bienes que son muy difíciles de trasladar como para cumplir con la prevención que se le hizo de presentarlos al Despacho al momento del remate respectivo, y así lo hizo saber al señor Juez, al tiempo que le solicitó, sin resultado positivo alguno, la práctica de una inspección ocular como medida sustitutiva la que ya se había dispuesto. Agrega el licenciado Quesada que en esas circunstancias su cliente no trata de burlar derecho alguno del acreedor, y que en todo caso no es él el propietario de los bienes embargados, sino que únicamente depositario judicial.
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El licenciado Hugo Retana Hidalgo, Juez Mixto ad interim de Pococí y Guácimo, rindió el informe que conducentemente dice:
“En este Juzgado se tramita juicio ejecutivo de Luis Javier Madrigal Soto contra Rodolfo Alpízar Murillo y Margarita Villalobos Varela, expediente número 114 de 1987, en el cual, por resolución de las ocho horas y cuarenta minutos del diecinueve de mayo de este año, que fue correcta y legalmente notificada al demandado Alpízar Murillo, se ordenó el remate de los bienes embargados y se previno a don Rodolfo la presentación de los mismos a las diez horas treinta minutos del veintiocho de julio del año en curso, hora y fecha señalada para la pública subasta, exhibiera los bienes sometidos a su custodia para que los posibles postores pudieran examinarlos, prevención que se hizo al demandado ante expresa solicitud de la parte actora y al tenor del numeral 568 del Código de Comercio. Como el accionado incumplió esa prevención, el Juzgado ante petención presentada por la parte actora en data dieciocho de agosto de este año, por resolución firme de las ocho y treinta y cinco minutos del diecinueve de agosto dicho, decretó el apremio corporal contra el demandado Alpízar Murillo, apremio en virtud del cual a la fecha se encuentra detenido, lo cual no consta en el expediente.
En memorial presentado al Juzgado el tres de octubre en curso, el referido demandado hizo de conocimiento del Despacho que los bienes embargados se encuentran en esta localidad, frente al Colegio Agropecuario, y que no los puso a la vista de los postores porque son de difícil traslado, y pidió se levantara el apremio corporal decretado en su contra por esa razón, petición que le fue denegada por resolución de las quince horas quince minutos del cuatro de octubre del presente año. Contra esta resolución el señor Alpízar Murillo presentó recurso de apelación, que le fue admitido por resolución de las ocho horas cuarenta y cinco minutos del dieciocho de octubre en curso, notificaa a las partes el veinticuatro de octubre citado. En memorial presentado por el accionado Alpízar Murillo a las nueve horas treinta minutos de ayer—veintisiete de octubre—solicita se practique una inspección judicial en el lugar donde se encuentran los bienes y luego de ello se levante el apremio corporal en su contra, petición que al momento de rendir este informe—ocho horas—se encuentra en conocimiento del suscrito para su resolución. Cabe agregar que Alberto Fallas Valverde presentó al Despacho, en fecha tres de octubre dicho, tercería excluyente de dominio, la cual, al tenor del artículo 493, inciso 3), del Código Procesal Civil, le fue desestimada por resolución de las ocho horas treinta minutos del dieciocho de octubre en curso”…
El Juzgado remitió el expediente del juicio ejecutivo simple de que se dio cuenta, el cual tuvo a la vista. En ese asunto constan las actuaciones que reseñó el señor Juez en su informe, y especialmente, a folio 6, el acta de embargo que en lo conducente dice:

“Procedo a trabar en embargo, por la suma de cuatrocientos mil colones más el cincuenta por ciento de ley sobre los siguientes bienes que me indica el actor: Sierra Circular Pouvermatic de diez pulgadas y una Canteadora Pouvermatic de ocho pulgadas—ambas color verde—. Un taladro pedestal marca Kira, un torno de bancada marca Alfaro. Un torno marca Toral. Una sierra-cinta marca Toral. Un compresor de 100 libras, sin marca visible. Novecientas pulgadas de madera—Guanacaste y Caobilla—para procesar. Un juego de muebles que consta de un sofá y dos sillones de madera Guanacaste sin cojines. Como depositario de los bienes embargados nombro al señor Rodolfo Alpízar Murillo, mayor, casado, vecino de Guápiles, con cédula 2-332-612, quien impuesto del nombramiento y de las responsabilidades que el cargo conlleva, manifiesta que acepta el cargo y jura su fiel cumplimiento. Es todo. Leída el acta al compareciente, la ratifica y firma”…
Ese embargo tiene su origen en el pagaré N° 049238-B, el cual al ser presentado para su ejecución, la parte acreedora solicitó que se trabase embargo “…en bienes de los ejecutados, que tengan en su taller de ebanistería que tienen ubicado en este Centro y en sus casas de habitación que sean susceptibles de embargo, y que los indicaré concretamente al Juez Ejecutor que desde ahora solicito se nombre al efecto”… Así consta en folios 1 y 2.
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Previa deliberación, y por unanimidad de votos de los Magistrados presentes (17), se acordó: declarar con lugar el recurso, cancelar la orden de apremio corporal y disponer que se ponga en libertad al señor Rodolfo Alpízar Murillo, si otros motivos no lo impidieren.

Así se resuelve porque la medida carece de fundamento legal, ya que al señor Alpízar Murillo se le nombró como depositario judicial de los bienes embargados, de manera entonces que en esas circunstancias el apremio sólo procedería por falta de entrega de esos bienes al adjudicatario, mas no por su falta de presentación al remate; o sea, que el caso se rige por el artículo 1001 del Código Civil y no por el 568 del Código de Comercio, norma esta última en que se apoyó el señor Juez Civil de Pococí y Guácimo para decretar el apremio de don Rodolfo. Así se pronunciaron los Magistrados Blanco, Coto, Arroyo, Cervantes, Chacón, Rodríguez, Zamora, Fernández, Ramírez, Guzmán, Houed, Gamboa y González.
El Magistrado Arias igualmente votó por declarar con lugar el Hábeas Corpus, por estimar que la medida carece de fundamento legal en virtud de que el artículo 984 del Código Civil establece prohibición expresa para perseguir en la vía ejecutiva simple, el tipo de bienes que fueron objeto de embargo, y considera que ello es así por cuanto los muebles embargados participan de la naturaleza y calidad definida por el inciso 5 de la norma citada, de ahí que la detención es improcedente, pues de mantenerse equivaldría a autorizar una forma de prisión con quebranto de lo dispuesto por los artículos 38 y 39 de la Constitución Política.
